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8 de noviembre de 2012
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 21 de julio de 2006 una petición presentada por Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky, José Luis Arenas Woolrich y Jorge Alejandro Zamora Batarsé (en adelante “peticionarios”), en representación de Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky y de sus hijos Mariam Fadua, Suhad Faride, Farah Bettina, Yusef Habib y Melanie Fawcia todos de apellidos Aranky Herrera (en adelante “presuntas víctimas”). La petición se presentó en contra del Estado de Guatemala (en adelante “Estado”, “Estado guatemalteco” o “Guatemala”), por la presunta violación a su deber de impartir justicia en un plazo razonable en dos procesos judiciales – uno penal y uno civil - derivados de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de febrero de 1992, en el que falleció Issa Roberto Aranky Ortiz, y en el resultaron heridas las presuntas víctimas.
2. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en el artículo XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en el artículo 8 (garantías judiciales) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
3. Por su parte, el Estado señala que no se opone a la admisibilidad de la petición en cuanto a la presunta violación del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos respecto del proceso penal. Sin embargo, se opone a la admisibilidad de la petición en relación al proceso civil, por no haberse agotado los recursos internos. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky y de sus hijos Mariam Fadua, Suhad Faride, Farah Bettina, Yusef Habib y Melanie Fawcia todos de apellidos Aranky Herrera. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 21 de julio de 2006 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 751-06. El 20 de diciembre de 2006, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de Guatemala, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH vigente a la época. La respuesta del Estado fue recibida el 23 de febrero de 2007. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios el 21 de marzo de 2007, 18 de julio de 2007, 23 de octubre de 2007, 20 de febrero de 2008, 16 de mayo de 2008, 16 de agosto de 2008, 24 de agosto de 2009 y 13 de enero de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Asimismo, la CIDH recibió información del Estado el 5 de junio de 2007, 24 de agosto de 2007, 10 de enero de 2008, 28 de marzo de 2008, 1 de julio de 2008, 26 de septiembre de 2008 y 25 de enero de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios
8. Los peticionarios alegan que el Estado de Guatemala, a través del organismo judicial y los órganos competentes, ha incumplido su obligación de administrar justicia en un plazo razonable en dos procesos judiciales derivados del accidente de tránsito ocurrido el 15 de febrero de 1992: 1) el proceso penal por los delitos de homicidio y lesiones culposas en contra de Antonio Velasco Mendizábal y por el delito de encubrimiento propio en contra de Emiliano Merino López y 2) el juicio ordinario civil de daños y perjuicios en contra de Emiliano Merino López.
9. Relatan los peticionarios que el 15 de febrero de 1992, a la altura del km 36 de la ruta al Pacífico, Departamento de Escuintla, aproximadamente a las 18:45 horas, iban en un auto las presuntas víctimas junto con Issa Roberto Aranky Ortiz, esposo de Anette Bettina Herrera y padre de las presuntas víctimas en ese entonces menores de edad, así como Rosa Marina Lorenzo Gómez, en ese entonces de 17 años edad, quien prestaba servicios domésticos a la familia. El Sr. Aranky iba conduciendo el vehículo en la ruta de sur a norte, cuando en sentido contrario, en forma imprudente e intempestiva, el piloto Antonio Velasco Mendizábal que conducía la camioneta extraurbana de la empresa Flor de Mayo de propiedad de Emiliano Merino López, colisionó frontalmente con el vehículo en el que viajaban. A consecuencia del accidente fallecieron el Sr. Aranky y Rosa Marina Lorenzo Gómez, resultando las presuntas víctimas con múltiples lesiones de gravedad que ameritaron hospitalización y tratamientos quirúrgicos y traumatológicos.
· El proceso penal 

10. Como consecuencia del accidente se inició la causa penal 829-92 en el Segundo Juzgado de Primera Instancia Penal de Instrucción del Departamento de Escuintla por los delitos de homicidios y lesiones culposas en contra de Antonio Velasco Mendizábal y por el delito de encubrimiento propio en contra de Emiliano Merino López. Luego la causa penal pasó con el número 421-92 al Juzgado Segundo de Primera Instancia Penal de Escuintla. En ese proceso la Sra. Herrera Vda. de Aranky se constituyó como querellante en calidad de agraviada en su nombre y en el de sus hijos y se reservó la acción civil para ejercitarla por separado ante el tribunal competente. Sin embargo, indican que el expediente penal habría sido extraviado desde 1993 por el propio Juzgado. 

11. Indican que el Sr. Velasco se dio a la fuga en el lugar de los hechos, nunca fue localizado por las autoridades ni hecha efectiva la orden de captura librada en su contra el 3 de agosto de 1992. El Sr. Merino López fue procesado por el delito de encubrimiento propio y dejado en libertad bajo caución juratoria. Señalan que el Estado ha omitido continuar la persecución penal en ambos casos, quedando los hechos de este caso en la impunidad.
12. Respecto del agotamiento de los recursos internos en el proceso penal, alegan un retardo injustificado en la aplicación de la justicia por parte de las autoridades. Sostienen que además de que el Estado extravió el expediente desde 1993; el sindicado se dio a fuga y nunca fue localizado por las autoridades y por tanto no se hizo efectiva la orden de captura librada en su contra, en consecuencia no fue sometido a proceso hasta la fecha. 
· El juicio ordinario civil de daños y perjuicios

13. Por otro lado indican que como producto del accidente, el 23 de abril de 1993 la Sra. Herrera Vda. de Aranky interpuso la demanda de daños y perjuicios en contra de Emiliano Merino López. Posteriormente en virtud del fuero de atracción del proceso sucesorio, dicho juicio pasó al Juzgado Tercero de Primera Instancia del Ramo Civil del Departamento de Guatemala y luego al Juzgado Sexto de Primera Instancia (Ord.96-2002). 
14. En dicho juicio, el 2 de agosto de 1995 el Juzgado de Primera Instancia Civil y Económico Coactivo de Escuintla determinó levantar los embargos precautorios decretados en contra del demandado por no haber los demandantes cumplido con hacer efectiva una garantía impuesta de 60.000 quetzales lo cual les resultaba imposible de cumplir por el agotamiento económico en el que se encontraban por los gastos funerarios y tratamientos médicos. Consideran que la exigencia de dicha garantía no resultaba razonable para poder mantener los embargos que hubieran garantizado el cumplimiento de una eventual sentencia de resarcimiento y sostienen que el Juez incurrió en denegación de justicia al haber imposibilitado que se mantuvieran los embargos que se habían trabado sobre los bienes del demandado. Asimismo, indican que no haber impugnado el monto de la garantía no obsta a que el retardo injustificado en la administración de justicia se haya dado en perjuicio de las presuntas víctimas.
15. Dentro de dicho juicio ordinario, el Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo Civil, en sentencia de fecha de 26 de enero de 2001 declaró con lugar la demanda en contra del Sr. Merino.  Mediante sentencia de apelación de 25 de septiembre de 2001 se anuló la sentencia de primera instancia en virtud de que el notificador omitió notificar al demandado de un auto del proceso. Habiéndose subsanado dicha omisión, el demandando interpuso recurso de apelación y en contra el auto desestimatorio del dicho recurso interpuso un recurso de amparo el cual fue declarado improcedente.
16. Indican que finalmente el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Ramo Civil dictó sentencia en el juicio ordinario de daños y perjuicios el 2 de enero de 2008, en la cual declaró con lugar la demanda y a Emiliano Merino López responsable solidario del pago de daños y perjuicios derivados del fallecimiento de Issa Roberto Aranky Ortiz y Rosa María López Gómez, así como las lesiones causadas a la demandante y sus hijos. Indican que el retardo no es atribuible al uso de recursos por las partes interesadas, sino a que la sentencia de primera instancia fue dictada nueve años después de iniciado el proceso y luego fue dejada sin efecto por la omisión de la notificación de una resolución, error procesal que fue subsanado 8 años después de lo ocurrido.
17. Respecto del agotamiento de los recursos internos en el proceso civil ordinario, alegan un retardo injustificado en la aplicación de la justicia. Indican que cuando fue anulada la sentencia en primera instancia el 26 de enero de 2001, el proceso se retrotrajo al momento en que no se había notificado el auto de notificación al demandado Emiliano Merino López de fecha 22 de mayo de 2000. Subsanado el error de notificación, el 2 de enero de 2008 se dictó sentencia declarando con lugar la demanda. Sin embargo, alegan que a pesar de la sentencia emitida, ya se produjo el retardo en la administración de justicia.
B. 
El Estado 

18. El Estado no se opone a la admisibilidad de la petición en cuanto a la presunta violación del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos respecto del proceso penal pero si respecto al proceso civil porque alega que no se agotaron los recursos internos.
· El proceso penal 

19. Sostiene que las investigaciones en el proceso penal 421-92 se iniciaron  por el accidente de tránsito que sufrieron las presuntas víctimas el 15 de febrero de 1992. La camioneta era conducida por Antonio Velasco Mendizábal, quien se dio a la fuga al momento del accidente. El 2 de marzo de 1992 el proceso fue recibido en el Juzgado Segundo de Primera  Instancia Penal de Escuintla. El 3 de agosto de 1992 se ordenó la detención del sindicado Antonio Velasco Mendizábal en calidad de piloto del bus, por los delitos de homicidios y lesiones culposas y ese mismo día se ofició a la Policía Nacional. El 31 de julio de 1992 se recibió la declaración de Emiliano Merino López, propietario del bus, y se ordenó ese mismo día su libertad bajo fianza. Indica que a la fecha no se ha hecho efectiva la orden de aprehensión del piloto sindicado. 
20. En comunicación del Estado recibida el 1 de julio de 2008, informó que el expediente penal iniciado el 16 de febrero de 1992 que se encontraba extraviado había sido localizado, por lo que estaba siendo analizado. Sostiene que, en relación a Emiliano Merino, no es posible continuar con la persecución penal, en virtud que el proceso se encuentra sobreseído. Respecto del Sr. Antonio Velasco Mendizábal, en comunicación de fecha 20 de enero de 2010, indicó que no se encontró registro de la denuncia en su contra y que no es posible iniciar persecución penal porque han transcurrido más de 16 años de ocurrido los hechos y la acción penal prescribió.
· El juicio ordinario civil de daños y perjuicios

21. Respecto al proceso judicial de daños y perjuicios, alega que el 3 de junio de 1992, la Sra. Herrera Osorio solicitó se decretara como medida precautoria el embargo de varios autobuses de propiedad del Sr. Merino López, solicitud que fue adoptada por el juez competente. El 23 de abril de 1993, la Sra. Herrera Osorio y el Sr. Mauricio Lorenzo Hernández entablaron una demanda  de daños y perjuicios en contra del Sr. Merino López la cual fue admitida a trámite. El Sr. Merino interpuso un recurso de nulidad que fue declarado sin lugar el 1 de octubre de 1993. Asimismo interpuso la excepción de prescripción el 12 de enero de 1994 que fue declarada sin lugar. El Sr. Merino López apeló dicha sentencia y la Corte de Apelaciones confirmó lo resuelto en primera instancia. El 2 de junio de 1995 el Sr. Merino López contestó la demanda en sentido negativo y pidió se declarara sin lugar.
22. Sostiene que el 1 de mayo de 1996, la Sra. Herrera Osorio pidió ampliar el embargo decretado y el Juzgado rechazó la solicitud por considerar que el embargo vigente sobre varios buses era suficiente. El 25 de junio de 1995 el Sr. Merino López pidió se levantara el embargo y en todo caso para que continuara, la parte actora prestara garantía para cubrir los daños en caso sea absuelto. El Juez de Primera Instancia de Escuintla resolvió el 27 de julio de 1995, y fijó una garantía de 60.000 quetzales y 5 días para que se deposite el dinero. El 2 de agosto de 1995, en virtud de que los demandantes no cumplieron con depositar la cantidad fijada en concepto de garantía, se dejó sin efecto el embargo. Advierte que el derecho de solicitar garantías está contemplado en la normativa interna. Conforme a los artículos 527 y 531 del Código Procesal Civil  Mercantil, el Juez de Primera Instancia del Ramo Civil actuó en ejercicio de las facultades que concede la ley nacional. De la misma manera, no consta en autos que la Sra. Herrera se haya opuesto a la garantía fijada solicitando su disminución debido a sus circunstancias particulares ya que la resolución de 2 de agosto de 1995 establece que los demandantes hicieron caso omiso de la resolución notificada.
23. El 26 de enero de 2001, el Juzgado Tercero de Primera Instancia Civil dictó sentencia declarando con lugar la demanda, que fue notificada el 15 de marzo de 2001. El Sr. Merino López interpuso recurso de apelación en contra de dicha sentencia argumentado que le fue notificada la sentencia de primer grado sin habérsele notificado previamente la resolución de fecha 22 de mayo de 2000, la cual resolvió y declaró sin lugar la excepción de falta de capacidad legal de la parte actora para demandar. El 25 de septiembre de 2001, la Sala Décima de la Corte de Apelaciones declaró con lugar el recurso de apelación interpuesto y anuló la sentencia de primera instancia, ordenando retrotraer las actuaciones el momento en que ocurrió el vicio y revocando todas las actuaciones posteriores. Se trasladó el expediente al Juzgado Tercero de Primera Instancia Civil para que resuelva conforme a derecho el 5 de noviembre de 2001. 
24. El Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo Civil se excusó de seguir conociendo el proceso en auto de fecha 5 de noviembre de 2001 y se designó a la Juez Sexto de Primer Instancia del Ramo Civil de Guatemala para continuar conociendo el proceso. Este Juzgado notificó el 2 de abril de 2003 el auto de fecha 22 de mayo del 2000 con lo cual subsanó la omisión de notificación a la parte demandada. El Sr. Merino López interpuso recurso de apelación en contra del auto de 22 de mayo de 2000 que fue declarado sin lugar el 14 de octubre de 2004 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones. El Sr. Merino López interpuso recurso de amparo que fue denegado por la Corte Suprema el 26 de septiembre de 2005. El Juzgado Sexto de Primera Instancia recibió el expediente de la Corte Suprema el 30 de mayo de 2006 y en resolución de fecha 3 de julio de 2006 señaló audiencia para la vista para el 21 de julio de 2006. El 20 de julio de 2006, el Juzgado admitió a trámite el medio de impugnación de nulidad por vicio de procedimiento en contra de la resolución de fecha 3 de julio de 2006. El 2 de mayo de 2007, la Juez Sexto de Primera Instancia del Ramo Civil dictó auto declarando con lugar parcialmente el recurso de nulidad en contra de la resolución mencionada. 

25. El Estado indica que el 2 de enero de 2008 se dictó sentencia en la demanda ordinaria en contra del Sr. Emiliano Merino López en la que se declara que el demandado es responsable solidario del pago de daños y perjuicios. Emiliano Merino presentó recurso de apelación contra dicha sentencia que no se dio trámite por extemporánea, asimismo solicitó enmienda del procedimiento que fue denegada. Contra el rechazo de apelación presentó un recurso de hecho que fue declarado sin lugar el 8 de septiembre de 2009 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo Civil y Mercantil. El Sr. Merino presentó un recurso de amparo que se encuentra en curso.
26. Respecto del agotamiento de los recursos internos, el Estado no se opone a la admisibilidad de la petición en relación al retardo ocurrido en el diligenciamiento del proceso penal, en particular en cuando al artículo 8 de la Convención Americana. Sin embargo, se opone a la admisibilidad de la petición en relación al proceso civil, por haber existido un retardo en su resolución atribuible al uso de las partes de los recursos internos. En consecuencia, mantiene que no se encuentran agotados los recursos internos.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

27. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de Guatemala se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Guatemala es un Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Guatemala, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión reitera que una vez que la Convención entró en vigor en un Estado, ésta y no la Declaración se convirtió en fuente primaria de derecho aplicable por la CIDH, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos contenidos en ambos instrumentos y no se trate de una situación de violación continua
. Por tanto, la CIDH sólo se referirá a normas de la Convención.
28. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

29. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

30. En el presente caso, el Estado no se opone a la admisibilidad de la petición en cuanto a la presunta violación del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos respecto del proceso penal. Sin embargo, sí se opone en relación al proceso civil, por no haberse agotado los recursos internos. Por su parte, los peticionarios argumentan retardo injustificado en la aplicación de la justicia  por parte de las autoridades en ambos procesos judiciales.
31. En cuanto al proceso penal, sin entrar a analizar los argumentos desarrollados por las partes acerca de la presunta violación de las garantías judiciales y protección judicial, la Comisión observa que han pasado veinte años desde que los hechos denunciados ocurrieron, sin que a la fecha de elaboración del presente informe los representantes del Estado hayan proporcionado información concreta sobre las medidas dispuestas para que avance más allá de la etapa inicial de investigación ya que reconocen que el expediente penal estuvo extraviado. Asimismo, el Estado  informa que no es posible iniciar persecución penal alguna en virtud del tiempo transcurrido por lo que la acción penal prescribió. En consecuencia, la CIDH aplica al presente asunto la excepción al agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.

32. Respecto del proceso civil de daños y perjuicios, la Comisión observa que los presuntos hechos que dieron lugar a la presente petición, tienen origen en una disputa entre particulares que se inició el 23 de abril de 1993, pero que la materia ante la Comisión se relaciona con la respuesta del Estado a través del poder judicial. En efecto, el 2 de enero de 2008 se dictó sentencia en la demanda ordinaria en contra del Sr. Emiliano Merino López en la que se declara que el demandado es responsable solidario del pago de daños y perjuicios. Según información aportada por el Estado, el demandando presentó recurso de apelación contra dicha sentencia que no se dio trámite por extemporánea, asimismo solicitó enmienda del procedimiento que fue denegada. Contra el rechazo de apelación presentó un recurso de hecho que fue declarado sin lugar el 8 de septiembre de 2009 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo Civil y Mercantil. El demandado presentó un recurso de amparo que se encuentra pendiente de resolución. Con base en el análisis de la información presentada, la Comisión encuentra que la presunta víctima invocó los recursos a su alcance, y los presuntos obstáculos que impiden completar el proceso judicial hasta su ejecución requiere de un análisis en la etapa de fondo. Dado que el proceso sigue pendiente sin haber logrado una sentencia final, la Comisión aplica la excepción a la regla de previo agotamiento basada en una demora indebida en los términos del artículo 46.2.c de la Convención Americana.

33. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo para presentar la petición

34. El artículo 46.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención Interamericana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

35. En el presente caso, la petición fue recibida el 21 de julio de 2006, mientras ambos procesos judiciales, tanto en el ámbito penal como en el civil seguían en curso, y según lo informado todavía se encuentra bajo el conocimiento de los respectivos tribunales. Por lo tanto, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
36. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
37. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
38. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

39. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
40. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados sobre el presunto incumplimiento de la obligación de investigar por parte del Estado podrían caracterizar una posible violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky y de sus hijos Mariam Fadua, Suhad Faride, Farah Bettina, Yusef Habib y Melanie Fawcia todos de apellidos Aranky Herrera.   
V. CONCLUSIONES

41. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky y de sus hijos Mariam Fadua, Suhad Faride, Farah Bettina, Yusef Habib y Melanie Fawcia todos de apellidos Aranky Herrera.
42. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Anette Bettina Herrera Osorio viuda de Aranky y de sus hijos Mariam Fadua, Suhad Faride, Farah Bettina, Yusef Habib y Melanie Fawcia todos de apellidos Aranky Herrera.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� CIDH, Informe N° 03/01 (Admisibilidad), Caso 11.670, Amílcar Menéndez, Juan Manuel Caride y Otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párrafos 41 y ss.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr 46.
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